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PRESENTA RESUMEN ESCRITO - INFORMA 

Excma. Corte Suprema: 

 DANIEL DESSEIN, presidente de la ASOCIACIÓN DE ENTIDADES 

PERIODÍSTICAS ARGENTINAS (ADEPA), con el patrocinio letrado del Dr. CARLOS JOSÉ 

LAPLACETTE y con domicilio constituido en el I.E.J. 20.25750686.0 en los autos 

caratulados “Denegri, Natalia Ruth c/ Google Inc. s/ Derechos personalísimos: 

Acciones relacionadas” (CIV 50016/2016), a V.E. muy respetuosamente digo: 

1. PRESENTA RESUMEN 

De conformidad con lo dispuesto el 14 de marzo, se presenta a continuación un 

breve resumen de la exposición que brindará Adepa en la audiencia convocada para el 

próximo 17 de marzo. Allí la entidad expondrá sobre los siguientes tópicos: 

(i) La desindexación de la información, en tanto dificulta el acceso a esa 

información por el público en general, constituye una forma de limitar o restringir la 

libertad de expresión y de prensa que genera, sobre el debate público, un efecto similar a 

la supresión de información. 

(ii) El reconocimiento y alcance otorgado a un supuesto “derecho al olvido” en 

el presente caso constituye un riesgo concreto y grave para la libertad de expresión en el 

sistema argentino. En él se dificulta la difusión de información vinculada a hechos de 

interés público que formaron parte de la información habitual en los medios de 

comunicación durante meses o años.  

Las sentencias recurridas entienden que el equilibrio entre la libertad de 

expresión y el derecho al honor debe ser alcanzado a partir de la determinación, caso por 

caso, de la existencia o inexistencia de interés público en la información cuestionada.  

Se trata de una posición que socava las bases sobre las que se construyó la 

libertad de expresión en Occidente, en especial en los países vinculados con la tradición 



 

 

2 
 

constitucionalista como la de Argentina, pues se coloca en cabeza de un funcionario estatal 

(ya no el censor, sino el juez) la determinación de qué se puede decir y qué no. 

Determinación efectuada ex post a partir de un maleable y escurridizo interés público. 

El interés o valor periodístico de una determinada información es un elemento 

cuya evaluación es efectuada por periodistas, editoriales y público en general a la hora de 

publicar una determinada noticia. En ese momento, la información debe cumplir con los 

estándares de respeto a la intimidad y el honor de las personas de acuerdo con diversas 

doctrinas establecidas por este tribunal (v.gr., “Campillay”, “real malicia”, “Ponzetti de 

Balbín”, etc.). Dentro de esos límites, la decisión editorial corresponde al periodista o al 

medio de prensa y es inadmisible que un funcionario o autoridad estatal sustraiga a los 

particulares esa decisión. “Sustituir el juicio de la población por el juicio de las 

autoridades: he aquí la quintaesencia del paternalismo inconstitucional” (voto jueces 

Petracchi y Belluscio en Fallos 328:1825, voto juez Fayt en Fallos 336:1774). 

(iii) La responsabilidad de los motores de búsqueda y la importancia de no 

incentivar el ocultamiento de la información. 

La publicación de información en Internet y su posterior reproducción por los 

motores de búsqueda distorsionan la idea de tiempo y pueden deformar la identidad de las 

personas. Si bien el criterio editorial para retratar a una persona puede considerarse 

amplísimo, nunca puede ser ilimitado. Los medios de prensa no tienen una libertad 

absoluta para presentar información que seleccionan y tampoco pueden tenerla los 

motores de búsqueda. Por ejemplo, la forma en la que se presentan los resultados no debe 

constituir un mecanismo para distorsionar la competencia en el mercado ni representar 

una identidad digital sustentada en información completamente desactualizada.  

El problema no es determinar si la información que se publica en los buscadores 

debe respetar criterios temporales, sino el de los remedios que se utilizarán para lograrlo. 

Puesto en términos simples: una información desactualizada o que presenta el pasado 
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como una realidad actual contamina el debate público, pero la supresión o el ocultamiento 

de información pública y lícita lo daña aún más.  

Si existe información que ha sido lícitamente publicada, pero que hoy puede 

considerarse desactualizada, una buena práctica informativa –como la que realizan los 

medios periodísticos y de la cual carecen en general los buscadores– es la de brindar 

información novedosa, que permita complementar lo que se informó en su momento, con 

los hechos posteriores que puedan influir sobre la noticia original. Esto no supone eximir 

de responsabilidades la publicación de informaciones ilícitas; para esos casos ya existen 

estándares jurisprudenciales que brindan una adecuada protección al honor o la privacidad 

sin inhibir el ejercicio de la libertad de expresión.  

La respuesta a la información desactualizada no puede ser la supresión ni el 

ocultamiento de información real. Los remedios deberán procurar que toda la información 

esté disponible, respetando en algún punto la significación temporal. Por ejemplo, requerir 

que una nota periodística en la que se informa un procesamiento incluya un vínculo a la 

información en la que se comunica la absolución del acusado es, en términos de acceso a 

la información y libertad de expresión, infinitamente más valioso que suprimir las notas.  

Los problemas que derivan del funcionamiento de los motores de búsqueda 

deben ser solucionados mejorando su desempeño y no cesando con la publicación de 

información. Esa mejora en su desempeño impone, entre otros elementos, (i) la 

transparencia y publicidad de los criterios de jerarquización de resultados utilizados por 

los motores de búsqueda; (ii) respetar criterios de temporalidad a la hora de presentar la 

información, en especial cuando se trata de información vinculada a personas; (iii) 

relevancia de distinguir entre información (hechos) y opiniones o críticas; (iv) utilizar 

criterios de autoridad de las fuentes a la hora de organizar los resultados; etc.  

La responsabilidad por la información desactualizada debe ser asumida por las 

plataformas. Deben transparentar y adecuar el funcionamiento de sus algoritmos. La 
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opacidad de éstos representa un desafío ético y un problema jurídico de enorme 

importancia para el adecuado funcionamiento del sistema democrático. 

En todos los casos, la solución no puede quedar en manos de la persona que 

quiere ocultar publicaciones periodísticas plenamente lícitas, ni tampoco en la decisión de 

las grandes plataformas, quienes eventualmente podrían encontrar mucho más atrayente 

la supresión de información antes que transparentar y corregir sus algoritmos.  Por ello, lo 

que se decida atañe a la prensa y a la ciudadanía en general, y no solo a las partes. 

(iv) La idiosincrasia argentina y su marco jurídico tienden a reconocer un derecho 

a la memoria intenso mucho antes que un “derecho al olvido”. Si la noticia es difamatoria, 

injuriante o calumniosa, existen mecanismos específicos tendientes a obtener la 

rectificación o eliminación de tales contenidos. Allí donde la información publicada por 

un medio es lícita y, de acuerdo con el criterio editorial del emisor, se la ha considerado 

merecedora de interés periodístico, la limitación posterior a su circulación constituye una 

restricción ilegítima de la libertad de información, incompatible con los artículos 14 y 32 

CN y con el artículo 13 de la Convención Americana de Derechos Humanos. 

2. INFORMA PARTICIPANTES 

Se hace saber que concurrirán como orador y asistente Carlos J. Laplacette, DNI 

25.750.686 y Pablo E. Perrino, DNI 16.100683. 

3. PETITORIO 

Por todo lo expuesto, a V.E., solicito: (i) se tenga por acompañado el resumen de 

la exposición de Adepa y (ii) se tenga presente lo informado en el apartado 2. 

     Proveer de conformidad,  

      SERÁ JUSTICIA 
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